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SENTENCIA 
DECLARATORIA 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, el 
Juez Bonilla Ortiz y la Jueza Mateu Meléndez. 

 
Hernández Sánchez, Juez Ponente  
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de junio de 2022. 

El 1 de junio de 2022, el Sr. José Antonio Valentín Pérez 

(señor José o apelante) compareció ante nos mediante un Escrito de 

Apelación y solicitó la revisión de una Sentencia Parcial emitida el 11 

de abril de 2022 y notificada el 19 de abril de 2022 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Aguadilla (TPI).1 Mediante el 

aludido dictamen, el TPI declaró Ha Lugar la Demanda en cuanto al 

asunto relacionado a la impugnación del fideicomiso que se 

constituyó a favor del señor José y, en consecuencia, lo declaró nulo 

y dejó sin efecto cualquiera de sus disposiciones. De igual forma, 

ordenó la continuación de los procesos con relación a la división de 

bienes que componían el caudal hereditario, incluyendo el bien 

inmueble que era objeto del fideicomiso que se declaró nulo.   

 
1 Posterior a la Sentencia Parcial emitida el 11 de abril de 2022 y notificada el 19 

de abril de 2022, el apelante presentó una solicitud de reconsideración 

oportunamente y esta fue declarada No Ha Lugar el 28 de abril de 2022. Dicho 

esto, a pesar de que el apelante compareció ante nos el 1 de junio de 2022, este 
último interrumpió el término de treinta (30) días dispuesto en nuestro 

reglamento para presentar una apelación al presentar su alegato ante el TPI de 

Aguadilla el 27 de mayo de 2022.  
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I. 

El 12 de julio de 2021, los miembros de la sucesión del Sr. 

José Antonio Valentín Bosques y la Sra. Fortuna Pérez Ayala (los 

causantes), a saber, la Sra. Sylvia Valentín Pérez, la Sra. Vilma Lyz 

Valentín Pérez (señora Vilma), la Sra. Myrna Ivette Valentín Pérez 

(señora Myrna), el Sr. Alejandro Gabriel Medina Valentín y la Sra. 

Nicole Lauren Medina Valentín (los apelados o la Sucesión Bosques 

Pérez)  presentaron una Demanda sobre Impugnación o Nulidad de 

Fideicomiso y División de Bienes Hereditarios en contra de otro 

miembro de la sucesión antes descrita, el señor José.2 Indicaron que 

el 10 de agosto de 2013, los causantes otorgaron sendos 

testamentos abiertos ante el notario Eugenio Sánchez Aymat 

mediante la escritura núm. 42 y la núm. 43 respectivamente. 

Además, señalaron que, ese mismo día, estos últimos constituyeron 

un fideicomiso mediante la escritura núm. 44 ante el mismo notario.  

Sostuvieron que, mediante dicha escritura, los causantes se 

denominaron Fideicomitentes y Fiduciarios y establecieron que el 

fideicomiso sería sobre una propiedad ubicada en Moca que les 

pertenecía y el único beneficiario sería el señor José. Asimismo, 

resaltaron que, como parte de los términos y condiciones de dicha 

escritura, se estableció que, al fallecer los causantes, estos últimos 

serían sustituidos por una Corporación que se constituiría y 

radicaría en el Departamento de Estado del Gobierno de Puerto Rico 

para administrar el fideicomiso y de ello se encargaría la señora 

Vilma y la señora Myrna, hijas de los causantes.  

De otra parte, los apelados argumentaron que, tras el 

fallecimiento de los causantes para el año 2015, todos los bienes de 

estos fueron transferidos al fideicomiso dado que la propiedad objeto 

 
2 Véase págs. 7-16 del apéndice del recurso.  
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del fideicomiso era el único bien inmueble del caudal hereditario.3 

Por consiguiente, razonaron que el efecto real de ello era una 

laceración irremediable a la legítima de los herederos forzosos. 

Además, adujeron que, la disposición de que luego del fallecimiento 

de los causantes se le transmitiría todos los bienes del caudal 

hereditario a una corporación, constituía una donación inoficiosa a 

un tercero que violentaba los tercios de la legítima. A estos efectos, 

solicitaron que se dejara sin efecto el fideicomiso instituido por los 

causantes para poder proceder con la partición de la herencia.  

Posteriormente, el 27 de octubre de 2021, el apelante presentó 

su Contestación a la Demanda y alegó que a pesar de que el caudal 

hereditario se componía de un solo bien inmueble, que era objeto 

del fideicomiso, existían otros activos que formaban parte del caudal 

hereditario.4 Añadió, además que el fideicomiso se constituyó por su 

presunta incapacidad emocional y por velar por sus necesidades 

básicas. Por último, señaló que el fideicomiso cumple con todas las 

disposiciones de la ley vigente y, por ende, la señora Vilma había 

incumplido con su deber de fiduciaria toda vez que paralizó los 

pagos que se venían efectuando hasta diciembre de 2020. Por estos 

motivos, solicitó que se desestimara la demanda en todas sus partes 

y se le otorgaran costas y honorarios de abogado.  

Así las cosas, el 24 de enero de 2022, se celebró una 

conferencia inicial en la cual comparecieron los representantes 

legales de ambas partes y coincidieron en que no existían 

controversias de hecho, sino que el asunto en el presente caso era 

una controversia estrictamente de derecho.5 De este modo, 

estipularon los documentos que se anejaron como parte de la 

 
3 En el inciso 20 de la Demanda, los apelados alegan que el único bien inmueble 

que compone el caudal hereditario lo es el bien inmueble objeto del fideicomiso 

ubicado en Moca. Sin embargo, señalan que también existe una cuenta de 
ahorros.  
4 Íd., págs. 17-19.  
5 Véase Anotación 18, SUMAC.  
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demanda, a saber, el testamento abierto del Sr. José Antonio 

Valentín Bosques, el testamento abierto de la Sra. Fortuna Pérez 

Ayala y, por último, la escritura de fideicomiso otorgada por los 

causantes. En vista de ello, el TPI les concedió a las partes hasta el 

11 de marzo de 2022 para presentar un memorando de derecho para 

sustentar sus planteamientos.  

En cumplimiento con dicha orden, el 11 de marzo de 2022, 

los apelados presentaron su Memorando de Derecho.6 En primer 

lugar, indicaron que el bien inmueble objeto del fideicomiso formaba 

parte de los bienes que estaban sujetos a la división del caudal 

hereditario. En virtud de ello, señalaron que dicho fideicomiso 

laceraba lo que se expresó en los testamentos en cuanto a la posible 

división de los bienes pertenecientes al caudal hereditario. Por otra 

parte, insistieron que, si la corporación advenía en control de la 

administración del fideicomiso, esto equivaldría a una donación a 

un tercero que menoscabaría los tercios de la legítima de los 

herederos forzoso y esto ocasionaría que dicha donación fuese 

inoficiosa. Además, en atención a lo antes expuesto, añadieron que, 

como resultado de la petición de la creación de una corporación, se 

le estaría cediendo a dicha entidad la tenencia, administración y 

ejecución del bien inmueble por lo que se crearía otra entidad ajena 

a los propósitos legales de la relación fiduciaria.   

Finalmente, alegaron que la escritura que se otorgó para 

constituir el fideicomiso guardó silencio en cuanto a la razón que 

promovió su creación, es decir, que no especificó por qué se designó 

al señor José como beneficiario para que se pudiese justificar el 

fideicomiso. Por todo lo anterior, concluyeron que, al analizar los 

testamentos y el Fideicomiso en conjunto, se reflejaban 

inconsistencias que hacían imposible cumplir con las cláusulas y 

 
6 Íd., págs. 20-29.  
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los requerimientos que exigía el fideicomiso. Por estos motivos, 

solicitaron que se declarara nulo el fideicomiso y, en consecuencia, 

se dejara sin efecto el mandato sobre la creación de la corporación.   

El apelante no presentó su memorando de derecho.7 Por 

consiguiente, transcurrido el término para que el señor José 

expresara su posición, el 11 de abril de 2022 y notificada el 19 de 

abril de 2022, el TPI emitió una Sentencia Parcial.8 Mediante esta, 

determinó que la transferencia del bien inmueble objeto del 

fideicomiso constituía en sí una donación y resultaba evidente que 

dicha donación tuvo el efecto de menoscabar la legítima del resto de 

los herederos forzosos. Ello, toda vez que el bien fideicomitido era el 

único bien inmueble que formaba parte del caudal hereditario. En 

vista de ello, destacó que, más aún, el fideicomiso se constituyó 

exclusivamente en beneficio del señor José con el propósito de que 

la propiedad no fuese objeto de venta. Consecuentemente, ello tenía 

el efecto de imponer un gravamen sobre la legítima del resto de los 

herederos forzosos y excluirlos de la mayoría de los bienes que 

componen el caudal hereditario.  

Por último, afirmó que tanto el Art. 741 del Código Civil de 

Puerto Rico9, 31 LPRA ant. sec. 2367, y el Art.10 de la Ley Núm. 

219-2012, según enmendada, 32 LPRA sec. 3352c, conocida como 

la Ley de Fideicomisos (Ley Núm. 219-2012), establecían la 

prohibición de imponer un gravamen a la legítima de herederos 

forzosos. Sobre este particular, añadió que, a pesar de que el Art.10 

de la referida ley establecía dicha prohibición, de igual forma, 

preceptuaba los escenarios en que se podía constituir un fideicomiso 

 
7 El señor José presentó una moción de prórroga el 18 de abril de 2022, es decir, 
treinta y ocho (38) días luego de que se le venciera el término para presentar su 

memorando de derecho. Sin, embargo, el tribunal ya había emitido una Sentencia 

el 11 de abril de 2022. Véase Anotación 21, SUMAC.  
8 Íd., págs. 1-6.  
9 Resaltamos que el cuerpo legal vigente en el momento que se constituyó el 

fideicomiso y al momento en que fallecieron los causantes era el Código Civil del 
1930. Por lo tanto, los artículos del Código Civil a los cuales se hace referencia en 

este escrito son del Código Civil del 1930, el cual estuvo vigente en nuestro 

ordenamiento jurídico hasta el 27 de noviembre de 2020. 
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que gravara la legítima. A saber, cuando el legitimario fuese menor 

de edad o incapacitado y se le designara como único beneficiario. 

Sin embargo, concluyó que en el presente caso no se cumplía con 

ninguna de las excepciones antes mencionadas.  

En virtud de lo antes expuesto, declaró Ha Lugar la Demanda 

en cuanto al asunto relacionado a la impugnación del fideicomiso 

que se constituyó a favor del señor José y, en consecuencia, lo 

declaró nulo y dejó sin efecto cualquiera de sus disposiciones. 

Asimismo, ordenó la continuación de los procesos con relación a la 

división de bienes que componían el caudal hereditario, incluyendo 

el bien inmueble que era objeto del fideicomiso que se declaró nulo.  

En desacuerdo con dicho dictamen, el 26 de abril de 2022 el 

señor José presentó una Moción sobre Reconsideración y/o Solicitud 

de Determinaciones de Hechos Adicionales.10 En primer lugar, 

destacó que el propósito principal para que los causantes 

constituyeran el fideicomiso era debido al hecho de que este fue 

declarado incapacitado por la Administración de Seguro Social de 

los Estados Unidos. Consecuentemente, le solicitó al TPI a que 

emitiera determinaciones de hechos adicionales reconociendo la 

incapacidad de este y además que determinara la aplicabilidad del 

Art. 10 de la Ley Núm. 129-2012.   

Por otra parte, indicó que a pesar de que la propiedad objeto 

del fideicomiso era el único bien inmueble que formaba parte del 

caudal hereditario, ello no significaba que no existían otros bienes 

que formaban parte de este. Sobre este particular, alegó que aparte 

del bien inmueble objeto del fideicomiso existía una cuenta de 

ahorro con aproximadamente cincuenta mil ($50,000.00) dólares a 

los cuales los herederos forzosos tenían derecho y, por ende, el bien 

inmueble no componía la totalidad del caudal hereditario. Por 

 
10 Íd., págs. 30-35.  
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último, argumentó que, la señora Vilma estaba actuando en contra 

de la voluntad de los causantes y ello la hacía incapaz para 

administrar el fideicomiso y para ser albacea de los bienes 

hereditarios. En atención a lo antes descrito, solicitó que se dejara 

sin efecto la Sentencia Parcial emitida o en la alternativa que 

emitiera las determinaciones de hechos adicionales solicitadas.  

Evaluada la solicitud de reconsideración del señor José, el 28 

de abril de 2022 el TPI emitió y notificó una Orden declarándola No 

Ha Lugar.11 Aun inconforme, el 1 de junio de 2022, el apelante 

presentó el recurso de epígrafe y formuló el señalamiento de error 

siguiente:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al emitir Sentencia Parcial en la cual 
determina que el fideicomiso constituido por la 

escritura 44 de 10 de agosto de 2013 ante Notario 
Eugenio Sánchez Aymat es nulo.  

 

 Atendido el recurso, el 9 de marzo de 2022, emitimos una 

Resolución mediante la cual le concedimos a la parte apelada hasta 

el 16 de junio de 2022 para presentar su alegato en oposición. 

Oportunamente, el 15 de junio de 2022, los apelados comparecieron 

mediante una Contestación a la Apelación y negaron que el TPI 

hubiese cometido el error que el señor José le imputó.  

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver el asunto ante nuestra consideración. 

Veamos. 

II. 

El fideicomiso puertorriqueño es una institución con 

características particulares. TOLIC v. Febles Gordián, 170 DPR 804, 

811 (2007); Dávila v. Agrait, 116 DPR 549, 554 (1985). Esta figura 

incorpora los principios del trust anglosajón con el fin de 

armonizarlos con la tradición civilista del ordenamiento que rige. Íd. 

 
11 Íd., pág. 36.  
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La primera regulación de esta figura ocurrió mediante la 

incorporación de los Arts. 834 al 874 del Código Civil derogado, 32 

LPRA ant. secs. 2541-2181. Sin embargo, actualmente, los 

contornos de la referida figura se preceptúan mediante la Ley Núm. 

219-2012, supra. Esta derogó los Arts. 834 al 874 del Código Civil, 

supra, que, hasta ese entonces, regían la materia, y, así, consagró 

la figura del fideicomiso bajo una sola pieza legislativa. Cabe 

precisar que dicha ley es aplicable al presente caso toda vez que el 

fideicomiso objeto de esta controversia se constituyó el 10 de agosto 

de 2013.  

La Ley Núm. 219-2012 introdujo varios cambios pertinentes, 

entre estos, redefinió el concepto del fideicomiso y dispuso la 

creación de un Registro de Fideicomisos en el cual se debe inscribir 

todo fideicomiso que se constituya en Puerto Rico, bajo pena de 

nulidad. 32 LPRA sec. 3351d. Conforme al Art. 1 de la referida ley, 

el fideicomiso se define como “un patrimonio autónomo que resulta 

del acto por el cual el fideicomitente le transfiere bienes o derechos, 

y que será administrado por el fiduciario para beneficio del 

fideicomisario o para un fin específico”. 32 LPRA sec. 3351. Así pues, 

los bienes y derechos quedan totalmente separados de los 

patrimonios personales del fideicomitente, fiduciario y del 

fideicomisario y quedan afectados por el fin que le confiere la 

constitución del fideicomiso. 32 LPRA sec. 3351a. Asimismo, cabe 

señalar que el fideicomiso es una entidad jurídica independiente al 

fideicomitente, fiduciario y del fideicomisario que goza de 

personalidad jurídica plena. Íd.  

Ahora bien, en cuanto al fin por el cual se constituyó el 

fideicomiso, el Art. 12 de La Ley Núm. 219-2012 establece que, el 

fideicomitente podrá crear el fideicomiso para cualquier fin y bajo 

cualesquiera términos o condiciones que no infrinjan la ley, la 

moral, o el orden público. 32 LPRA sec. 3352e.  Cónsono con el 
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artículo antes descrito, el Art. 61 de la aludida ley, dispone como 

parte de las causas para la terminación del fideicomiso, que los fines 

para los cuales se constituyó advengan imposibles de cumplirse o 

ilegales.  

Dicho lo anterior y en lo pertinente al caso ante nos, como 

norma general, un causante no puede privar a sus herederos 

forzosos de su legítima o imponer un gravamen sobre ella. Art. 741 

del Código Civil, 31 LPRA ant. sec. 2367.  Sin embargo, el Art. 10 de 

la Ley Núm. 219-2012 provee una excepción a dicho precepto legal 

en los casos en que se grave la legítima de un menor de edad o 

incapacitado que a su vez sea el único beneficiario del fideicomiso. 

32 LPRA sec. 3352c.  Sobre este particular cabe precisar que, el 

Tribunal es el único que tiene la facultad para determinar si una 

persona está realmente incapacitada para cuidar de sí misma y 

administrar sus bienes. González Hernández v. González 

Hernández, 181 DPR 746, 761 (2011). Al decretarse la incapacidad 

judicialmente, se procederá al nombramiento de un tutor. Íd.   

Ahora bien, conforme al Art. 735 del Código Civil, la legítima 

es la porción de bienes sobre la cual el testador no puede disponer 

por estar reservada a los herederos forzosos. 31 LPRA ant. sec. 2361. 

Particularmente, la legítima de los descendientes se compone de dos 

terceras partes del haber hereditario de sus causantes. Art. 737 del 

Código Civil, 31 LPRA ant. sec. 2363. Para fijar la legítima se utiliza 

el valor de los bienes que quedasen como parte del caudal 

hereditario de los causantes con deducción a las deudas y cargas. 

Art. 746 del Código Civil, 31 LPRA ant. sec. 2372. Así pues, una vez 

se determina el valor líquido de esos bienes hereditarios, se agregará 

el de las donaciones colacionables. Íd. Entre las donaciones 

colacionables se encuentran las aportaciones a un fideicomiso. E. 

González Tejera, Derecho de Sucesiones, Tomo 2, Editorial 

Universidad de Puerto Rico, pág. 473.   
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Como norma general, las donaciones a un heredero se 

imputan a su legítima. Art. 747 del Código Civil, 31 LPRA ant. sec. 

2373. Ahora bien, las donaciones hechas a extraños se imputarán a 

la parte de la libre disposición. Íd. Si estas resultaran inoficiosas o 

se exceden de la cuota disponible, se deben reducir o anular. Art. 

748 del Código Civil, 31 LPRA ant. sec. 2374.  

III. 

 En su único señalamiento de error, el señor José impugnó la 

determinación del TPI que declaró nulo el fideicomiso que se 

constituyó a su favor el 10 de agosto de 2013 mediante escritura 

pública. En esencia, en su Escrito de Apelación, argumentó que el 

bien inmueble objeto del fideicomiso no afectaba la legítima 

correspondiente a los herederos forzosos toda vez que existían otros 

activos que formaban parte del caudal hereditario de los causantes. 

En atención a lo antes mencionado, razonó que los otros bienes que 

presuntamente pertenecen al caudal hereditario de los causantes 

serían suficientes para satisfacer la legítima de los otros miembros 

de la Sucesión Bosques Pérez. Por otra parte, indicó que el 

fideicomiso no sería nulo, aunque se determinara que afectaba la 

legítima de los herederos forzosos. Esto, ya que presuntamente la 

Administración del Seguro Social lo declaró incapacitado y el Art. 10 

de la Ley Núm. 219-2012 proveía esta excepción a la prohibición de 

gravar la legítima. A estos efectos, sostuvo que el fideicomiso 

cumplía con todas las disposiciones de la ley vigente y no se debía 

declarar nulo.  

 Por su parte, los apelados argumentaron que el fideicomiso 

laceraba el tercio de la legítima a la cual tenían derecho toda vez que 

la propiedad objeto del fideicomiso era el único bien inmueble del 

caudal hereditario y componía la mayoría de los bienes 

pertenecientes a este. Asimismo, indicaron que, la corporación que 

se debía crear tras el fallecimiento de los causantes, con el fin de 
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administrar el fideicomiso, menoscabaría el tercio de la legítima ya 

que dicha entidad advendría en la tenencia, administración y 

ejecución del bien inmueble y esto equivaldría a una donación 

inoficiosa y ajena a los propósitos legales de la relación fiduciaria. 

Finalmente, puntualizaron que la escritura de fideicomiso no 

reflejaba el propósito por la cual fue constituida a favor del señor 

José. Por estos motivos, razonaron que existían deficiencias en la 

constitución del fideicomiso y este se debía declarar nulo. Además, 

solicitaron que se dejara sin efecto el mandato de la creación de la 

corporación para administrar el fideicomiso.  

 De los documentos estipulados por las partes en el trámite del 

caso de autos no consta prueba que nos ponga en posición para 

evaluar la cantidad correspondiente a los ahorros, activos y cuentas 

bancarias que componen parte del caudal hereditario. En virtud de 

ello, la prueba documental que obra en el expediente nos conduce a 

determinar, al igual que el foro primario, que el inmueble en 

cuestión compone la mayoría del caudal hereditario. Por tanto, al 

trasferir su posesión al fideicomiso en controversia, se gravó la 

legítima de quienes no figuran como beneficiarios de este. 

Entiéndase, todos los miembros de la Sucesión excepto el señor 

José. Dicho proceder es contrario a la ley.  

Según mencionamos, las aportaciones a un fideicomiso son 

una donación colacionable, y las donaciones que gravan la legítima 

son inoficiosas. Sin embargo, el Art. 10 de la Ley Núm. 219-2012, 

supra, permite que se grave la legítima de un heredero forzoso 

cuando se trate de un menor de edad o incapacitado que es 

designado como único beneficiario. Tal condición no se cumple en 

el caso de autos.  

Lo anterior, ya que entre los miembros de la Sucesión no hay 

menores de edad ni personas incapacitadas. Los argumentos del 

apelante sobre su incapacitación por la Administración del Seguro 
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Social de los Estados Unidos no son suficientes para cumplir con 

este criterio. Los tribunales son los únicos facultados para 

incapacitar a una persona a estos fines. Por tanto, a falta de una 

declaración de incapacidad judicial, no podemos concluir que el 

señor José se encuentra incapacitado. No surge de la prueba 

documental ante nuestra consideración una Sentencia Final o 

Parcial del TPI en la que se haya declarado la incapacidad judicial 

del señor José al amparo del Art. 184 del Código Civil, 31 LPRA ant. 

sec. 707. Consecuentemente, no aplica la excepción establecida en 

la Ley Núm. 219-2012 para que se pueda gravar la legítima completa 

del señor José.    

Conforme a lo antes expuesto, estamos ante un fideicomiso 

que gravó ilegalmente la legítima de los herederos forzosos de la 

Sucesión. Ante ello, procede la confirmación de la Sentencia Parcial 

emitida por el foro primario.  

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Sentencia Parcial emitida el 11 de abril de 2022 y notificada el 19 de 

abril de 2022 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Aguadilla.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


